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6 Procedimientos internos 

6.1 Procedimientos para poner en marcha medidas efectivas y proporcionadas 
contra el fraude. 

El artículo 125 del RDC, que relaciona las funciones de la autoridad de gestión, 
establece, en su punto 4, letra c), la necesidad de “aplicar medidas antifraude eficaces 
y proporcionadas, teniendo en cuenta los riesgos detectados”.  
El Convenio relativo a la protección de los intereses financieros de las Comunidades 
Europeas establecido sobre la base del artículo k.3 del Tratado de la UE, relativa a la 
protección de los intereses financieros de las Comunidades Europeas, define “fraude”, 
en materia de gastos, como cualquier acto u omisión relacionado con: 

 La utilización o la presentación de declaraciones o de documentos falsos, 
inexactos o incompletos, lo que tiene como efecto la percepción o la retención 
indebida de fondos procedentes del presupuesto general de las Comunidades 
Europeas o de los presupuestos administrados por, o en nombre de las 
Comunidades Europeas. 

 La no divulgación de información en violación de una obligación específica, con 
el mismo efecto. 

 La desviación de tales fondos para fines distintos de aquellos para los que 
fueron concedidos en un principio. 

 
De acuerdo con la Nota de Información de la Comisión Europea sobre indicadores de 
fraude para FEDER, FSE y FC (2009), el fraude puede clasificarse en tres grandes 
tipos: 

 Manipulación intencionada de las declaraciones financieras. 
 Cualquier tipo de apropiación indebida de bienes o derechos. 
 Comportamientos relacionados con corrupción. 
 

En particular, una definición de “corrupción” que suele ser utilizada a estos efectos, 
hace referencia al abuso de la posición (pública) para obtener un beneficio privado. 
Los actos corruptos facilitan muchos otros tipos de fraude e incumplimientos de las 
especificaciones de un contrato público con el fin de conseguir ventajas y pueden 
adoptar la forma tanto de corrupción activa como de corrupción pasiva. 
En cualquier caso, el ordenamiento jurídico español se ha ocupado de todas estas 
figuras delictivas, más aún en los últimos años, en disposiciones normativas de 
diferente rango legal. 
La Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, recientemente 
modificada por la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, se ocupa, por su parte, en el 
Título xIII, Delitos contra el Patrimonio y contra el orden socioeconómico 
(concretamente, artículos 234 a 304), y en el Título XIV, Delitos contra la Hacienda 
Pública y contra la Seguridad Social, de regular a nivel nacional la casuística existente 
en esta materia. 
En concreto, en lo referente a la gestión de los Fondos FEDER en España, la lucha 
contra el fraude se apoya en la normativa del Estado, cuyos principales exponentes 
son: 


